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1. Generalidades

El Derecho Internacional es el or-
denamiento jurídico que rige en el
interior de la sociedad internacio-
nal, y constituye afirmación tan
tópica como cierta que el precario
nivel de institucionalización de esta
sociedad conlleva la consecuencia
de que el referido ordenamiento
adolezca de serias deficiencias en
los planos normativo, ejecutivo y
de solución de controversias. Y re-
tenemos ahora, a efectos de
nuestra ponencia, las deficiencias
en el plano ejecutivo: a falta de
instituciones apropiadas, el control
y la sanción de las violaciones del
Derecho Internacional son suma-
mente imperfectos. Ocurre, sin
embargo, y éste es el punto de
arranque de nuestro estudio, que
estas deficiencias son aún mayo-
res en el ámbito del Derecho
Internacional Humanitario.

En efecto, este último sector del
Derecho Internacional tiene, cier-

* Este artículo fue publicado originalmente en la memoria Seminario interamericano sobre la protección de la persona en
situaciones de emergencia, cuyos derechos de autor detenta el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH). El IIDH
ha otorgado a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México el permiso correspondiente para reproducirlo en este
número del Órgano Informativo. Memoria del Seminario interamericano sobre la protección de la persona en situaciones de
emergencia, organizado por el CICR y el IIDH en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, del 28 al 30 de junio de 1995, 1ª ed., IIDH,
San José, Costa Rica, 1996, págs. 127-138.

** Se traduce como derecho en la guerra, regula únicamente los aspectos que tienen alcance humanitario, sus disposiciones se
aplican a todas las partes en conflicto, independientemente de los motivos del mismo y de la justicia de la causa defendida por
una u otra parte (nota de los editores).

tamente, un objetivo bien difícil de
alcanzar que, extremando un tan-
to las ideas, se podría decir que
constituye casi la cuadratura del
círculo: humanizar una realidad
esencialmente inhumana, una ac-
tividad inhumana por naturaleza,
la guerra, poniendo límites o cor-
tapisas a la violencia inherente  al
empleo de la fuerza armada. Pues
bien demuestra la experiencia que
no hay destinatarios de las normas
jurídicas peor dispuestos a su ob-
servancia que las fuerzas armadas
en el curso de las hostilidades.
Obsesionadas estas fuerzas por la
idea de alcanzar la victoria o evi-
tar la derrota, las violaciones del
Derecho Internacional Humanita-
rio son tan frecuentes como graves.
No hay en estas palabras exage-
ración alguna; basta con repasar
las noticias que difunden en estos
últimos tiempos los medios de co-
municación. Pero, paradójicamente,
esta deshumanización no se da
sólo en el campo de batalla y en el
fragor de los combates. Veremos

que se manifiesta también, aunque
con menor intensidad y de manera
más sutil y solapada, en el marco,
que se supone más frío y sereno,
de las conferencias diplomáticas en
que se elabora el ius in bello**. Por-
que lo que éstas no han conseguido
es el establecimiento de los medios
de control y verificación
mínimamente satisfactorios. Y
retomamos la idea inicial de la
ponencia: si el Derecho Internacio-
nal en su conjunto tiene una serie
de males endémicos, y uno de ellos
es la precariedad de los medios de
control y garantía y de las institu-
ciones encargadas de sancionar
sus violaciones, esta precariedad
se agudiza sin duda alguna en el
Derecho Internacional Humanita-
rio. Por las razones sumariamente
expuestas, sus medios de control y
sanción son extremadamente dé-
biles. Tales medios no están a la
altura del fin perseguido: la pro-
tección de derechos elementales de
la persona humana en el supuesto
de conflicto armado, es decir en el
supuesto en que el respeto de esos
derechos corre mayores riesgos.

Mas esta comprobación no debe
disuadir del estudio de estos me-
dios y de un esfuerzo, tenaz,
paciente e ilusionado, tendiente a
su mejoramiento. Tal es el propósi-
to de la presente ponencia, y en el
entendido de que no tratamos aquí
cuestiones que contribuyen cierta-
mente a la mayor efectividad del
Derecho Internacional Humanita-
rio pero que, a nuestro juicio, no
cae propiamente dentro del ámbi-
to del estudio por no ser medios de
control, verificación y sanción. Me
refiero particularmente a las
importantísimas obligaciones que
pesan sobre los Estados parte en
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los instrumentos del Derecho Inter-
nacional Humanitario de difundir
el conocimiento de sus normas.

Tomando en consideración el bien
o el mal llamado Derecho de Gi-
nebra –esto es las cuatro
Convenciones del 12 de agosto de
1949 y el primer Protocolo adicio-
nal de 1977- vamos a considerar
aquí los siguientes supuestos: a) los
mecanismos de control y verifica-
ción propiamente dichos; b) las
instituciones judiciales –nacionales
e internacionales- encargadas de
la imposición de sanciones pena-
les; c) en una interpretación
amplia, flexible y en absoluto for-
malista, otras instituciones cuyas
funciones no son en sí mismas de
control o sanción sino simplemen-
te de asistencia pero cuya ayuda
es de capital importancia para la
protección real y efectiva de las
víctimas de guerra. Dados los lí-
mites temporales impuestos a la
presente ponencia, el examen va a
ser sumario y sintético.

2. Mecanismos de control y
verificación

Podemos decir en términos muy
generales que los mecanismos de
control y verificación propiamente
dichos son aquellos que se ocu-
pan de la comprobación en la
realidad de que se han cometido
violaciones de los instrumentos
convencionales y de asegurar la
observancia de dichos instrumen-
tos. En el mercado del Derecho
Internacional Humanitario hay que
hablar primariamente, en este or-
den de ideas, de la Comisión
Internacional de Encuesta estable-
cida por el art. 90 del Protocolo
adicional I, que es la única institu-
ción permanente que existe al
respecto.

Digamos en primer lugar que la
Comisión que nos ocupa no es una

institución intergubernamental sino
independiente. O lo que es lo mis-
mo, está integrada por quince
miembros de alta reputación mo-
ral y de reconocida imparcialidad,
que actúan a título personal. En
cuanto a sus funciones son, bási-
camente, dos: en primer lugar, la
de investigar cualquier hecho del
que se alegue que constituye una
infracción grave de las Convencio-
nes o del Protocolo; y en segundo
lugar, la de ejercer buenos oficios
para asegurar el retorno a una
actitud de respeto a las Conven-
ciones y al Protocolo. El art. 90
citado regula con cierto detalle el
procedimiento que ha de seguir la
Comisión, al término del cual pre-
sentará a las partes interesadas un
informe acerca de las conclusio-
nes a que haya llegado la Sala que
haya conocido los hechos, acom-
pañado de las recomendaciones
que considere oportunas.

Nótese que la Comisión no es un
órgano jurisdiccional, pues no dic-
ta sentencias vinculantes desde el
punto de vista jurídico. Es, todo lo
demás, un órgano cuasi-jurisdiccio-
nal, que se limita a investigar los
hechos y a hacer recomendaciones.
Pese a la modestia de estas funcio-
nes, el Protocolo I no pudo prever
el carácter automático de la com-
petencia de la Comisión. Porque,
en efecto, para que ésta pueda ejer-
cer sus funciones es preciso que las
dos partes en conflicto hayan acep-
tado su competencia, bien ad hoc

o para un supuesto determinado,
bien por el juego convergente de
declaraciones unilaterales, hechas
en el momento de firma, ratificación
o adhesión al Protocolo o en cual-
quier otro momento. Y hay que decir
que, de un modo general, los Esta-
dos no han demostrado gran
entusiasmo por la Comisión. Aun-
que el organismo está constituido,
es decir, en condiciones de funcio-
nar, desde el día 25 de junio de
1991, sólo 34 Estados han formu-
lado la declaración unilateral en
aceptación de la competencia de la
Comisión. Además, si analizamos
la lista, podremos comprobar que
faltan Estados que son posibles
clientes de sus servicios (valga la
expresión). Así, si Croacia y Bosnia-
Herzegovina la han aceptado, no
lo han hecho Serbia y Montenegro
(o República Federal de Yugosla-
via). La Comisión no está
actuando en el territorio de la an-
tigua Yugoslavia.

Con independencia de esta insti-
tución permanente de encuesta,
hay que señalar que las Conven-
ciones de Ginebra de 1949 prevén
de modo muy general y sin regula-
ción detallada procedimientos de
encuesta (fact finding) cuando se
aleguen violaciones de los instru-
mentos. Pero estas encuestas ad
hoc requieren el consentimiento –
muy difícil de obtener- de todas las
partes interesadas. Es sumamente
pobre, por no decir nula, la expe-
riencia al respecto.

 Los mecanismos de control y verificación
propiamente dichos son aquellos que se

ocupan de la comprobación en la realidad
de que se han cometido violaciones de los
instrumentos convencionales y de asegurar

la observancia de dichos instrumentos.
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3. Instituciones judiciales

Las cuatro convenciones de 1949 y
el Protocolo adicional I de 1977 (el
aplicable a los conflictos armados
de carácter internacional) estable-
cen la obligación de los Estados
partes de adoptar las medidas le-
gislativas oportunas en
determinación de las penas que se
han de aplicar a las personas que
hayan cometido u ordenado come-
ter infracciones graves a las referidas
Convenciones y Protocolo. Ello su-
pone, en último análisis, la
obligación de esos Estados de cas-
tigar mediante los tribunales penales,
a las personas en cuestión. Estas
son las medidas nacionales de eje-
cución del Derecho Internacional
Humanitario a que se refiere el títu-
lo de la ponencia.

Hay que señalar que la actitud de
muchos Estados a este respecto es
por lo menos perezosa. La obliga-
ción de tomar medidas legislativas
ha sido objeto de aplicación más
bien escasa, omisión que cierta-
mente no demuestra gran
entusiasmo ni interés por el cum-
plimiento del Derecho Internacional
Humanitario, en la reciente confe-
rencia sobre Protección a las
víctimas de la guerra (Ginebra
1993, 1994 y 1995) preparatoria
de la próxima Conferencia Interna-
cional de la Cruz Roja (diciembre
de 1995) –conferencia decepcio-
nante en muchos aspectos–no
prosperó una propuesta holande-
sa, apoyada por otros Estados de
la Unión Europea –particularmen-
te España y Suecia- más Canadá,
Australia y Nueva Zelanda, de
crear una institución a la que los
Estados hubiesen de informar pe-
riódicamente  sobre las medidas
adoptadas para la aplicación y di-
fusión del Derecho Internacional
Humanitario. La propuesta no era
revolucionaria, ni siquiera avanza-
da, pese a lo cual encontró
numerosas resistencias. En la

reunión de enero de 1995, los ex-
pertos sólo pidieron recomendar
que la próxima Conferencia de la
Cruz Roja invite (y subrayamos la
palabra) a los Estados a suminis-
trar al CICR la información que
pueda ser de ayuda a otros Esta-
dos en sus esfuerzos por aplicar y
difundir el Derecho Internacional
Humanitario; y a que se esfuercen
en particular en el más completo
intercambio de información al res-
peto. En definitiva, vaguísimas
obligaciones de comportamiento
que apenas nada positivo signifi-
caban.

En cualquier caso, las extremas di-
ficultades de distinto tipo para la
aplicación penal del Derecho Inter-
nacional Humanitario por tribunales
nacionales en conflictos muy recien-
tes -antigua Yugoslavia, Ruanda-
han llevado al Consejo de Seguri-
dad de las Naciones Unidas a crear
en el marco del capítulo VII de la
Carta, tribunales penales interna-
cionales (resolución 827 de 25 de
mayo de 1993 respecto a la anti-
gua Yugoslavia; resolución 955, de
8 de noviembre de 1994 respecto a
Ruanda). Se trata de tribunales ad
hoc en ambos casos. Y debiendo
castigar uno y otro tribunal deter-
minados crímenes internacionales,
entre esos crímenes figuran las in-
fracciones graves del Derecho
Internacional Humanitario, tal y
como se determinan en las Con-
venciones de 1949 y en el Protocolo
adicional de 1977 (I). En estos mo-
mentos, y aun con notable retraso y
lentitud, ha empezado sus actua-
ciones en La Haya el tribunal para
la antigua Yugoslavia, al que hay
que desear el mayor éxito posible.
Todavía no está actuando el consti-
tuido para Ruanda, tribunal que
tropezará sin duda con innumera-
bles dificultades, entre otras, las
derivadas de la necesidad de casti-
gar, junto con los tribunales
ruandeses, nada menos que
500.000 ejecuciones sumarias.

Hay que decir en este orden de
cosas que, con independencia de
los tribunales ad hoc que acaba-
mos de mencionar, la Comisión de
Derecho Internacional de las Na-
ciones Unidas elaboró en el
periodo de sesiones de 1994 un
Proyecto de Estatuto de Tribunal
Internacional Penal (permanente),
entre cuyas competencias ratione
delicti entraría el castigo de los crí-
menes contra el Derecho
Internacional Humanitario. El pro-
yecto fue examinado por la VI
Comisión de la Asamblea General
en el otoño de 1994, y posterior-
mente -abril de 1995- por el Comité
Especial que celebrará otra reunión
en agosto del presente año. Po-
niendo de relieve el alto interés de
la creación del tribunal en orden a
la sanción de los crímenes de gue-
rra, señalemos que las dificultades
técnicas, y sobre todo las políticas,
que suscita el tribunal permanen-
te, no hacen prever, contra lo
deseado por algunos Estados y sec-
tores de opinión, su inmediata
creación.

4. Instituciones de asistencia
y ayuda

Por lo que respecta a las institucio-
nes que tienen básicamente
funciones de ayuda y asistencia, sin
excluir misiones colaterales de con-
trol y persuasión, hay que decir que
las cuatro Convenciones de 1949
establecen el sistema de las llama-
das potencias protectoras. En efecto,
según el artículo común (8) aque-
llas convenciones se aplican “con
la colaboración y bajo el control de
las potencias protectoras encarga-
das de salvaguardar los intereses de
las partes en conflicto”, estando
obligadas dichas partes a facilitar
“en la mayor medida posible” la
labor de los representantes o dele-
gados de aquellas potencias. Pero
las dificultades de designación de
tales potencias, unidas a la indefi-
nición genérica de sus funciones y
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al carácter sumamente discrecional
de la obligación que pesa sobre las
partes de facilitar el trabajo de los
delegados de las repetidas poten-
cias, han motivado,
lamentablemente, el no funciona-
miento de hecho del sistema. No
funcionamiento que se explica asi-
mismo porque el CICR puede
desempeñar perfectamente las tareas
asignadas a las potencias protec-
toras. En cualquier caso, el art. 5
del Protocolo I trata de superar las
dificultades de designación, conce-
diendo al CICR, o a cualquier otra
organización humanitaria impar-
cial, el derecho de brindar buenos
oficios al respecto y en todo caso el
de ofrecerse como sustituto de las
potencias protectoras, ofrecimiento
-se dice en el p. 4 del art. 5- que
las partes en conflicto aceptarán sin
demora.

Mención aparte merece en este or-
den de consideraciones el Comité
Internacional de la Cruz Roja
(CICR) y las sociedades naciona-
les de la Cruz Roja.

En lo que concierne al CICR y otros
organismos humanitarios imparcia-
les, las Convenciones de 1949 y
los Protocolos adicionales de 1977
sientan jurídicamente el apoyo para
su actuación. Así, de una parte, se
señala que las disposiciones de las
Convenciones no constituyen obs-
táculo para las actividades
humanitarias del CICR u otros
organismos humanitarios imparcia-
les, entidades a las que los Estados
partes pueden convenir en ofrecer
el desempeño de las tareas asig-
nadas a las potencias protectoras.
Además, de otro lado, si las vícti-
mas de la guerra no se benefician
con la protección de tales poten-
cias o de un organismo
humanitario imparcial, la Potencia
en cuyo poder se encuentren de-
berá (se trata de una obligación)
“solicitar a un organismo humani-
tario, como el CICR, que se

encargue de desempeñar las tareas
humanitarias asignadas... a las
potencias protectoras” (art. 10 co-
mún a las Convenciones). Y todo
ello sin perjuicio de un derecho de
iniciativa humanitaria del propio
CICR y otras instituciones humani-
tarias, especialmente interesante -lo
veremos enseguida- en los conflic-
tos armados de carácter no
internacional.

Quiero llamar la atención sobre la
particular importancia de estas úl-
timas disposiciones porque
cuando, en tonos descalificatorios
y por lo tanto no científicos, se nie-
ga de una manera global la
efectividad del Derecho Internacio-
nal Humanitario e incluso se
cuestiona la utilidad normativa de
esta rama del Derecho Internacio-
nal, se está olvidando la labor
impagable que, sobre la base de
disposiciones de instrumentos con-
vencionales, despliegan el CICR y
otros organismos humanitarios
para la protección a las víctimas
de la guerra. Labor que, sin duda
de ninguna clase, salva vidas y
alivia de modo considerable los su-
frimientos de las víctimas de los
conflictos armados, heridos y en-
fermos, prisioneros de guerra,
población civil. ¡Qué duda cabe
de que la guerra sería mucho más
cruel e inhumana sin las activida-
des del CICR y otros organismos
humanitarios! Insisto, son estos los
hechos que nunca debieran ser
ignorados en cualquier aprecia-
ción de conjunto, científica e
imparcial, de la eficacia del Dere-
cho Internacional Humanitario.

Y una última observación sobre las
instituciones que nos ocupan, es-
pecialmente el CICR, para señalar
que además de la función básica
de asistencia y ayuda, pueden
desempeñar, colateralmente, fun-
ciones estimables de control y
persuasión. Así, es práctica del
CICR presentar informes al Estado

en cuyo territorio actúa sobre los
incumplimientos del Derecho Inter-
nacional Humanitario imputables
a sus fuerzas armadas. Informes
confidenciales, por supuesto, según
los estándares de actuación del
CICR, pero que como hemos di-
cho suponen el ejercicio de una
labor nada desdeñable en su con-
junto de verificación y persuasión.

5. Conflictos armados no in-
ternacionales

Salvo en el supuesto de las san-
ciones judiciales, nacionales o
internacionales, las consideracio-
nes precedentes se refieren
esencialmente a los conflictos ar-
mados de carácter internacional.
En las que se refieren a los conflic-
tos armados no internacionales, las
normas e instituciones sobre su
control y verificación son aún más
insatisfactorias que en el caso de
los conflictos de carácter interna-
cional.

Como es bien sabido, los especial-
mente crueles conflictos internos se
rigen por el art. 3 común de las
Convenciones de 1949 y por el
Protocolo adicional II de 1977.
También resulta de sobra conoci-
do que el art. 3 común impone a
los contendientes una serie de obli-
gaciones elementales y de buen
sentido. El Protocolo II, por su par-
te, regula de manera muy parca y
genérica el comportamiento de los
contendientes en los conflictos in-
ternos. Pero ni las Convenciones
ni el Protocolo II crean nada que
se parezca a mecanismos de con-
trol y verificación como los
examinados hasta ahora en el
marco de los conflictos internacio-
nales. Lo único que hace el art. 18
del Protocolo II es establecer un
claro derecho de iniciativa huma-
nitaria en favor de las sociedades
de socorro establecidas en el terri-
torio del Estado parte. Y de hecho,
el propio CICR ofrece sus servicios



C O D H E M60

MAYO / JUNIO  2001

para la importante tarea de visitar
a las personas internadas en cen-
tros de detención y también para
el alivio de otros sufrimientos pro-
pios de las víctimas de guerra.

Pero en el orden relativo a la veri-
ficación del Derecho Internacional
Humanitario en los conflictos in-
ternos, hay que tener en cuenta las
posibilidades que ofrece un inciso
del art. 3 común de las Conven-
ciones de 1949 cuando dice:

“Además, las Partes en conflicto
harán lo posible por poner en vi-
gor, mediante acuerdos especiales,
la totalidad o parte de las otras dis-
posiciones de la presente
Convención”.

Entiendo que estos acuerdos espe-
ciales pueden referirse no sólo a
las disposiciones propiamente
sustantivas de las Convenciones
sino también a las relativas a la
verificación y control de las viola-
ciones. Y dado que, a mi juicio,
las disposiciones convencionales
del Derecho Internacional Huma-
nitario deben interpretarse
extensivamente siempre que tal in-
terpretación redunde en favor de
las víctimas de la guerra, cabe pen-
sar que el acuerdo especial entre
las partes contemplado en el art. 3
común de las Convenciones pue-
de referirse a las disposiciones del
Protocolo adicional I, el aplicable
a los conflictos armados de carác-
ter internacional. Cabría en este

sentido, a mi entender, que el
acuerdo especial en cuestión ex-
tendiese a un conflicto interno las
competencias de la Comisión de
Encuesta establecida en el art. 90
del Protocolo I, haciendo por su-
puesto los ajustes y adaptaciones
necesarias. Y cabría también que
el referido acuerdo especial crease
sus propios mecanismos de con-
trol, entre otros una comisión de
encuesta ad hoc. En fin, son muy
variadas las posibilidades que en
este campo se abren a las partes.
Y señalo que no me estoy movien-
do en el campo de las
elucubraciones teóricas o acadé-
micas. Me consta que en este
momento, habiendo ratificado muy
recientemente Colombia el Proto-
colo II, se especula en el país sobre
la eventualidad de la firma de un
acuerdo especial entre las autori-
dades de la República y las fuerzas
guerrilleras que, entre otras cosas
estableciera algún mecanismo es-
pecial de verificación y control del
cumplimiento del Derecho Interna-
cional Humanitario.

6. Apreciación de conjunto

Resulta claramente de cuanto lle-
vamos dicho que la eficacia del
Derecho Internacional Humanita-
rio es, en su conjunto, pobre pero
cierta. Me explico en las líneas que
siguen.

Se desprende, en efecto, de cuanto
llevamos dicho en esta ponencia,

que los medios de control, verifica-
ción y sanción del Derecho
Internacional Humanitario no bri-
llan por su eficacia sino más bien
por su precariedad. La competen-
cia de la Comisión Internacional de
Encuesta del Protocolo I es volun-
taria, y hasta ahora, en la lista de
Estados que han aceptado esa com-
petencia se destaca la ausencia de
los que más se prestarían a la ac-
ción de la Comisión. De hecho, en
unos tiempos convulsionados por
crueles conflictos armados, la Co-
misión aún no ha tenido ocasión
de actuar y esto es altamente signi-
ficativo. En cuanto a la sanción
judicial de las violaciones, el hecho
de que la Comunidad Internacio-
nal organizada haya tenido que
crear tribunales penales internacio-
nales ad hoc es buena muestra de
lo poco que cabe esperar de los tri-
bunales nacionales de países
azotados por los peores conflictos.
El Tribunal Penal Internacional per-
manente, por su parte, tardará en
ser una realidad, y nunca como
ahora desearía errar en una pre-
dicción. En fin, la institución de las
potencias protectoras ha sido un fra-
caso, sólo aliviado por la acción
alternativa del CICR y otras entida-
des humanitarias imparciales.

Y al encontrar esta última acción
su base jurídica en las Convencio-
nes de 1949 y en los Protocolos
adicionales de 1977, afirmo rotun-
damente que el dato de mayor
interés de eficacia del Derecho In-
ternacional Humanitario se sitúa
justamente en la referida acción. A
nadie cabe duda de que las gue-
rras, internas o internacionales,
serían mucho más crueles sin los
instrumentos convencionales del
Derecho Internacional Humanita-
rio y sin la labor del CICR y de otros
organismos humanitarios imparcia-
les apoyada en esos instrumentos.
Es ésta a mi juicio, una realidad
incontrovertible de la que hay que
dejar constancia nítida. Es

 A nadie cabe duda de que las guerras,
internas o internacionales, serían mucho

más crueles sin los instrumentos
convencionales del Derecho Internacional
Humanitario y sin la labor del CICR y de

otros organismos humanitarios imparciales
apoyada en esos instrumentos.
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indudable que la Comunidad In-
ternacional, sobre todo la
Comunidad Internacional de seres
humanos, tiene contraída una deu-
da importante de gratitud con estas
entidades humanitarias.

Pero volviendo al tema central de
la ponencia, un espíritu insatisfe-
cho con la actual situación ha de
preguntarse cuál será el porvenir a
corto y medio plazo de la efectivi-
dad del Derecho Internacional
Humanitario. Pues bien, a fuerza
de realismo y de cara al futuro, ten-
go que acabar esta ponencia con
unas notas pesimistas, refiriéndo-
me concretamente a la marcha de
los trabajos en la Conferencia en
curso sobre protección a las vícti-
mas de la guerra. Se trata de un
complejo proceso de diplomacia
declaratoria, iniciado en agosto de
1993, a convocatoria del gobier-
no suizo, y cuya culminación está
prevista en la Conferencia Mundial
de la Cruz Roja de diciembre de
1995. En ese proceso, la preocu-
pación central y más visible de las
delegaciones y de los expertos ha
sido, lógicamente, la de encontrar
medios prácticos de promoción del
pleno respeto del Derecho Interna-
cional Humanitario.

No voy a entrar en las vicisitudes y
vericuetos de los debates, muy di-
ficultosos e intrincados, del proceso
referido, pero sí señalaré que, a
juicio por ejemplo de las delega-
ciones de los quince Estados
miembros de la Unión Europea y
de otras delegaciones, la marcha
de los trabajos no puede ser más
frustrante ni decepcionante. Ello es
así porque los expertos guberna-
mentales han adoptado en su
mayor parte actitudes fuertemente
politizadas, intensamente impreg-
nadas de intereses estatales, hasta
el punto de que muchas delega-

ciones participantes se han llega-
do a preguntar si tiene sentido el
ejercicio y si había sido oportuna
la convocatoria de la Conferencia.
Muchas delegaciones piensan con
razón que una conferencia sobre
protección de las víctimas de la
guerra no puede fracasar. Lo cier-
to es que, en su reunión ginebrina
de la última semana de enero de
1995, los expertos no han sido
capaces de hacer una recomenda-
ción a la Conferencia Mundial de
la Cruz Roja de diciembre de 1995
que suponga un avance
mínimamente significativo en pro
del respeto, esto es de la eficacia,
del Derecho Internacional Huma-
nitario. Como dijo un experto
gubernamental, los delegados asis-
tían a la conferencia más
preocupados por proteger la sobe-
ranía de los Estados que por
amparar a las víctimas de la gue-
rra. Me temo que estas duras
palabras encierran un importante
fondo de verdad y es que, por tris-
te y desesperanzador que sea y,
como lo he dicho al principio, la
deshumanización de la guerra no
sólo se da en el fragor de la bata-
lla; se manifiesta también, aún de
forma más solapada y sutil, en el
marco que se supone más frío y
sereno de las conferencias diplo-
máticas.

Lamento acabar mi ponencia con
estas consideraciones pesimistas,
aunque también realistas, pero
entiendo que cualquier intento de
mejorar la eficacia del Derecho In-
ternacional Humanitario debe
estimular los espíritus y espolear las
conciencias partiendo de la reali-
dad, por dura y cruda que resulte,
y no de las buenas intenciones utó-
picas de algunos sectores
bienpensantes de opinión.

Madrid, junio de 1995.

Los delegados asistían
a la conferencia más
preocupados por
proteger la soberanía
de los Estados que
por amparar a las
víctimas de
la guerra.


